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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL

Consejero (E) Ponente: Enrique JosÃ© Arboleda Perdomo

BogotÃ¡, D.C., cuatro (4) de septiembre de 2007

RadicaciÃ³n No. 1.845

Referencia: Ley 996 de 2005. Autoridades locales. CampaÃ±as electorales. Prohibiciones a los servidores pÃºblicos. UtilizaciÃ³n de bienes de uso
pÃºblico para actividades de proselitismo polÃtico.

El seÃ±or Ministro del Interior y de Justicia, doctor Carlos HolguÃn Sardi, solicita concepto a esta Sala "en relaciÃ³n con el alquiler de escenarios
de propiedad de entidades del Estado, para realizar eventos de carÃ¡cter polÃtico, teniendo en cuenta la restricciÃ³n impuesta por la Ley de
GarantÃas". Expone como antecedente de la consulta:

"Existen municipios en los cuales los Ãºnicos lugares aptos para adelantar actividades de carÃ¡cter proselitista son las plazas, coliseos, teatros y
salones de juntas de propiedad de la NaciÃ³n o de las entidades territoriales, por su capacidad para albergar a los seguidores de sus campaÃ±as
y ademÃ¡s, estos sitios ofrecen las condiciones de seguridad que tanto los candidatos como los asistentes requieren."

Cita  y  transcribe  el  artÃculo  40  de  la  ConstituciÃ³n  PolÃtica,  en  cuanto  consagra  los  derechos  de  "constituir  partidos,  movimientos  y
agrupaciones polÃticas sin limitaciÃ³n alguna; formar parte de ellos libremente y difundir sus ideas y programas", y el correlativo deber del
Estado de garantizarlos; y el parÃ¡grafo del artÃculo 38 de la ley 996 del 2005, que prohibe autorizar el uso de bienes pÃºblicos muebles e
inmuebles para actividades proselitistas, facilitar el alojamiento y el transporte de electores de candidatos a elecciÃ³n popular y tambiÃ©n
cuando participen los voceros de los candidatos.

Agrega, con la cita correspondiente, que la Corte Constitucional, en la sentencia C-1153 del 2005, destacÃ³ la lÃ³gica de "la regulaciÃ³n legal de
la reelecciÃ³n presidencial" al establecer "lÃmites al usufructo de los bienes pÃºblicos por parte del presidente candidato y de otros servidores
pÃºblicos", puesto que los recursos del Estado estÃ¡n reservados para el interÃ©s general y es necesario diferenciar "entre los bienes que por el
ejercicio de sus funciones debe utilizar el presidente y aquellos que puede aprovechar en beneficio de su campaÃ±a…", tema complejo porque
"… las funciones del Jefe del Ejecutivo no pueden suspenderse por el hecho de que dicho funcionario haya manifestado su voluntad de participar
en las elecciones presidenciales, pese a que muchos de los bienes que utiliza para el desarrollo ordinario de sus compromisos pueden beneficiar
indirectamente la exposiciÃ³n de su programa polÃtico…"

TambiÃ©n  expresa  el  seÃ±or  Ministro  consultante  que  en  el  tema  confluyen  el  derecho  a  la  igualdad  –  artÃculo  13  constitucional  –  y  los
principios que informan la funciÃ³n pÃºblica; de manera que la necesaria garantÃa de la igualdad y la transparencia en las campaÃ±as
electorales imponen a los servidores pÃºblicos un comportamiento que "salvaguarde la moralidad pÃºblica."

Manifiesta el seÃ±or Ministro que la prohibiciÃ³n de "autorizar" podrÃa entenderse referida "al evento en que se haga de manera gratuita y con
el fin de privilegiar a un partido, movimiento polÃtico o candidato" y que "contextualizando lo preceptuado en la Ley de GarantÃas Electorales
con lo dispuesto en el art. 10 de la Ley 80 de 1993, en tratÃ¡ndose de arrendamiento de bienes inmuebles de propiedad de entidades estatales,
debe cumplirse como requisito sine qua non, que se ofrezcan al pÃºblico en general, es decir, que cualquier persona que lo necesite pueda
acceder a ellos cumpliendo las condiciones que la entidad arrendataria establezca en pie de igualdad con cualquier otro potencial usuario." Cita
entonces el concepto de esta Sala radicado bajo el nÃºmero 1360 del 2001, en el que se dijo que los principios que rigen la actividad contractual
de la administraciÃ³n exigen "un procedimiento ‘claro y debidamente reglamentado’, que garantice para todos los interesados, igualdad de
condiciones en el acceso a la compra o arriendo de los bienes que pretenda ofrecer…" y entonces, para efectos de la consulta plantea que el
tÃ©rmino ‘autorizaciÃ³n’ podrÃa impartirse para celebrar un contrato de arrendamiento sobre determinado inmueble, con sujeciÃ³n al estatuto
contractual, siempre que el solicitante candidato, partido o movimiento, acuda en igualdad de condiciones con cualquier otro peticionario,
ciÃ±Ã©ndose a turnos y arrendÃ¡ndose a quien presente la mejor oferta, y que el uso no sea a tÃtulo gratuito.

AsÃ las cosas, se plantean a la Sala los siguientes interrogantes:

"3.1. Â¿La interpretaciÃ³n del vocablo ‘autorizaciÃ³n’ dentro del texto del inciso quinto del artÃculo precitado, lleva implÃcita la condiciÃ³n de
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onerosidad (sic)?

3.2. Â¿Pueden los alcaldes, gobernadores, gerentes y directores de entidades descentralizadas del orden municipal, departamental o distrital
autorizar el uso de bienes muebles e inmuebles de propiedad de las entidades estatales, siempre y cuando los representantes de los partidos y
movimientos polÃticos y los candidatos se ciÃ±an estrictamente a lo previsto por el Estatuto Contractual, teniendo en cuenta los principios de la
Ley 80 de 1993, respetando a su vez el derecho fundamental a elegir y ser elegido, el cual consagra la facultad de los candidatos para difundir
sus ideas y programas para atraer al electorado?

3.3.  Â¿QuÃ©  otra  alternativa  jurÃdica  podrÃa  utilizarse  para  que  los  partidos,  movimientos  polÃticos,  grupos  significativos  de  ciudadanos  y
candidatos a cargos de elecciÃ³n popular puedan utilizar algunos escenarios de propiedad de entidades estatales para difundir sus ideas y
programas, sin que con ello se vulneren las prohibiciones consagradas en la Ley 996 de 2005?"

Para responder la Sala CONSIDERA:

El tema consultado se enmarca en las prohibiciones consagradas por la ley Estatutaria 996 del 2005 cuando regula la "participaciÃ³n en polÃtica
de los servidores pÃºblicos" tratÃ¡ndose de campaÃ±as polÃticas para la provisiÃ³n de cargos de elecciÃ³n popular.

ProcederÃ¡ la Sala a analizar el alcance de dichas prohibiciones para establecer si existen mecanismos jurÃdicos que permitan el uso de
determinados bienes pÃºblicos para los fines de proselitismo polÃtico a los que se refiere la consulta.

1. Alcance de las disposiciones sobre participaciÃ³n en polÃtica de los servidores pÃºblicos, contenidas en la Ley 996 del 2005.

Al reformar parcialmente la ConstituciÃ³n PolÃtica para consagrar la reelecciÃ³n presidencial, el Acto Legislativo No. 2 del 2004 se ocupÃ³ de
prohibir a los empleados de la rama Judicial, de los Ã³rganos electorales, de control y de seguridad, "tomar parte en las actividades de los
partidos y movimientos y en las controversias polÃticas", y ordenÃ³ que para los demÃ¡s empleados, la ley estatutaria deberÃa seÃ±alar las
condiciones para su participaciÃ³n en tales actividades.1

En cumplimiento de la norma constitucional fue expedida la ley 996 del 20052; ella regula distintos aspectos de las elecciones presidenciales,
con o sin la participaciÃ³n del Presidente y el Vicepresidente en ejercicio como candidatos; y en el TÃtulo III, aplicable en todos los procesos
electorales para cargos de elecciÃ³n popular, desarrolla la "participaciÃ³n en polÃtica de los servidores pÃºblicos", estableciendo para el efecto
varias prohibiciones dirigidas a los "empleados del Estado", sin distinciÃ³n, a las cuales agrega otras destinadas expresamente a las autoridades
locales. En Ã©stas se detendrÃ¡ la Sala habida consideraciÃ³n del tema consultado.

Dice el parÃ¡grafo del artÃculo 38 de la ley 996 de 20053:

"ArtÃculo 38. Prohibiciones para los servidores pÃºblicos. A los empleados del Estado les estÃ¡ prohibido: …

ParÃ¡grafo. Los gobernadores, alcaldes municipales y/o distritales, secretarios, gerentes y directores de entidades descentralizadas del orden
municipal,  departamental  o  distrital,  dentro  de  los  cuatro  (4)  meses  anteriores  a  las  elecciones  no  podrÃ¡n  celebrar  convenios
interadministrativos para la ejecuciÃ³n de recursos pÃºblicos, ni participar, promover y destinar recursos pÃºblicos de las entidades a su cargo,
como tampoco de las que participen como miembros de sus juntas directivas, en o para reuniones de carÃ¡cter proselitista.

Tampoco podrÃ¡n inaugurar obras pÃºblicas o dar inicio a programas de carÃ¡cter social en reuniones o eventos en los que participen candidatos
a la Presidencia y Vicepresidencia de la RepÃºblica, el Congreso de la RepÃºblica, gobernaciones departamentales, asambleas departamentales,
alcaldÃas y concejos municipales o distritales. Tampoco podrÃ¡n hacerlo cuando participen voceros de los candidatos.

No podrÃ¡n autorizar la utilizaciÃ³n de inmuebles o bienes muebles de carÃ¡cter pÃºblico para actividades proselitistas, ni para facilitar el
alojamiento ni el transporte de electores de candidatos a cargos de elecciÃ³n popular. Tampoco podrÃ¡n hacerlo cuando participen voceros de
los candidatos.

La nÃ³mina del respectivo ente territorial o entidad no se podrÃ¡ modificar dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones a cargos de
elecciÃ³n  popular,  salvo  que  se  trate  de  provisiÃ³n  de  cargos  por  faltas  definitivas,  con  ocasiÃ³n  de  muerte  o  renuncia  irrevocable  del  cargo
correspondiente debidamente aceptada, y en los casos de aplicaciÃ³n de las normas de carrera administrativa."

Ya tuvo oportunidad de manifestarse la Sala4 en el sentido de que siendo la ley 996 del 2005, de naturaleza estatutaria, "las restricciones y
prohibiciones  en  ella  contenidas,  para  los  entes,  organismos,  servidores  pÃºblicos  y  particulares  allÃ  mencionados,  en  los  momentos
cronolÃ³gicos seÃ±alados en la misma, se aplican de preferencia y suspenden temporalmente las regulaciones que sobre los mismos temas o
materias afines contienen otras disposiciones de carÃ¡cter legal o reglamentario."

Por su parte, la Corte Constitucional al revisar el proyecto de ley5, antes de su sanciÃ³n, advirtiÃ³ que "todas las limitaciones previstas en el artÃ-
culo 38 estÃ¡n claramente encaminadas a garantizar los principios de la funciÃ³n administrativa previstos en el artÃculo 209 de la ConstituciÃ³n,
en particular la moralidad, la imparcialidad y la eficacia en el cumplimiento de las funciones. En esa medida, en tÃ©rminos generales, el artÃ-
culo 38 no contrarÃa disposiciÃ³n alguna de la Carta, sino que la desarrolla…" Y refiriÃ©ndose al parÃ¡grafo del mismo artÃculo, dijo:

"Si bien se permite constitucionalmente la participaciÃ³n en polÃtica de algunos funcionarios pÃºblicos tal participaciÃ³n no puede mezclar
recursos pÃºblicos. La financiaciÃ³n estatal de las campaÃ±as estÃ¡ debidamente regulada por otras disposiciones del presente proyecto de ley
y por artÃculos de carÃ¡cter constitucional y, por tanto, no puede provenir dinero del Estado de fuente y forma diferente a las estrictamente
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autorizadas en la ley…. La Corte encuentra ajustado a la ConstituciÃ³n el inciso tercero, porque, como las demÃ¡s previsiones del artÃculo 38,
tiende a proteger la moralidad administrativa … Por tanto se declararÃ¡ exequible el inciso tercero del parÃ¡grafo del artÃculo 38."

Ahora bien, la prohibiciÃ³n contenida en el inciso tercero del parÃ¡grafo del artÃculo 38 hace expresa referencia al uso de "inmuebles o bienes
muebles de carÃ¡cter pÃºblico". Â¿QuÃ© significa la expresiÃ³n "carÃ¡cter pÃºblico"?

Para dilucidarlo la Sala recuerda que el artÃculo 674 del cÃ³digo Civil6 define los "bienes de la UniÃ³n" como "aquÃ©llos cuyo dominio pertenece
a la RepÃºblica"7; y los clasifica en: bienes de uso pÃºblico y bienes fiscales; distinciÃ³n que se funda en que los primeros "pertenecen al uso de
todos los habitantes"; en tanto que los segundos, por no incluir ese uso, suponen que el ejercicio del derecho de propiedad por parte de las
entidades pÃºblicas que lo detentan, se asimila al derecho de propiedad de los particulares, lo cual entre otros efectos tiene el de formar parte
del patrimonio de los titulares de ese derecho.

La ConstituciÃ³n de 1991 introdujo el concepto de Estado al lado del de NaciÃ³n y asignÃ³ a bienes de diversa naturaleza y destinaciÃ³n las
caracterÃsticas hasta entonces propias de los bienes de uso pÃºblico, a saber, su imprescriptibilidad, inalienabilidad e inembargabilidad8; puede
decirse entonces, que la clasificaciÃ³n del cÃ³digo Civil resulta hoy insuficiente para abarcar la totalidad de los bienes pÃºblicos consagrados en
la Carta PolÃtica; situaciÃ³n que en criterio de la Sala conduce a que, para referirse al conjunto de los bienes de propiedad de las entidades
estatales, sin consideraciÃ³n al rÃ©gimen legal aplicable, la denominaciÃ³n adecuada es la de bienes pÃºblicos,  en directa alusiÃ³n a la
naturaleza pÃºblica de sus titulares.

En este sentido, cuando la ley 996 del 2005 en su artÃculo 38, parÃ¡grafo, inciso tercero, habla de "inmuebles o bienes muebles de carÃ¡cter
pÃºblico", estÃ¡ abarcando todos los bienes cuyos titulares son la NaciÃ³n y los demÃ¡s organismos y entidades del Estado. Esto, sin duda,
apunta a reforzar las medidas adoptadas para la prevalencia de los principios constitucionales que informan la funciÃ³n pÃºblica y, en particular
el principio de moralidad administrativa que fundamenta la prohibiciÃ³n que se estudia, como lo destacÃ³ la Corte Constitucional en la sentencia
antes comentada.

Bajo esta perspectiva, no es factible que las autoridades territoriales a quienes van dirigidas las prohibiciones del parÃ¡grafo del artÃculo 38 de
la ley 996 del 2005, destinen, bajo la modalidad que sea, ninguno de los bienes pÃºblicos para actividades relacionadas con activismo polÃtico
en Ã©poca preelectoral.

Pero esta conclusiÃ³n no es absoluta, porque algunos de esos bienes pÃºblicos son de uso pÃºblico, pues segÃºn la definiciÃ³n del artÃculo 674
del cÃ³digo Civil, su uso pertenece a todos los habitantes de un territorio. Teniendo en cuenta la materia de la consulta interesa destacar que
por  esa  definiciÃ³n  tradicionalmente  se  han  vinculado  al  derecho  de  reuniÃ³n  y  al  ejercicio  del  poder  de  policÃa  administrativa;  a  lo  cual  se
agrega, bajo la ConstituciÃ³n de 1991, el derecho fundamental a participar en la conformaciÃ³n, ejercicio y control del poder polÃtico. Veamos.

2. El uso de los bienes de uso pÃºblico:

Los bienes de uso pÃºblico se caracterizan, entonces, en la ConstituciÃ³n vigente y en el cÃ³digo Civil, como aquellos de propiedad de la NaciÃ³n
cuyo  uso  pertenece  a  todos  los  habitantes.  Esta  condiciÃ³n  significa  que  sin  modificarlos  ni  aprovecharlos,  pueden  ser  gozados  de  manera
directa, libre, gratuita, impersonal, bien sea individual o colectivamente.

Como lo ha expresado esta Sala "los bienes de uso pÃºblico universal o bienes pÃºblicos del territorio son aquellos que su dominio pertenece a la
repÃºblica, su uso pertenece a todos los habitantes de territorio y estÃ¡n a su servicio permanente, es decir, que por su propia naturaleza,
ninguna entidad estatal tiene la titularidad del dominio similar a la de un particular puesto que estÃ¡n al servicio de todos los habitantes. De allÃ
se ha afirmado que sobre ellos el Estado ejerce fundamentalmente derechos de administraciÃ³n y de policÃa en orden a garantizar y proteger
precisamente su uso y goce comÃºn por motivos de interÃ©s general."9

Su aprovechamiento particular (individual o colectivo), es factible, pero con sujeciÃ³n a las normas del cÃ³digo Civil y a la legislaciÃ³n especial, y
en todo caso con "permiso de autoridad competente", pues es deber del Estado proteger su integridad y la destinaciÃ³n comÃºn que les es
propia. AsÃ se desprende de los artÃculos 768, 679, 682 y 683 del cÃ³digo Civil10, y se desarrolla en variedad de disposiciones legales de
carÃ¡cter  general  y  especial.  Advierte la  Sala que el  vocablo "permiso" es usado como tÃ©rmino genÃ©rico que connota la  necesaria
intervenciÃ³n de una autoridad pÃºblica, segÃºn disponga la ley para cada caso; pero que en cada caso requiere ser precisada, pues son varios
los medios jurÃdicos que posibilitan la autorizaciÃ³n pÃºblica para el uso y goce de los bienes de uso pÃºblico.

En tÃ©rminos generales la autorizaciÃ³n es esencialmente temporal (sea que incluya plazo o no) y revocable, y no puede generar derecho
alguno que implique cambio en la titularidad o en la naturaleza jurÃdica del bien, pues se trata solamente de dar a un particular la posibilidad de
utilizar los bienes de uso pÃºblico de manera privativa y temporal.

Entra en juego entonces la "policÃa administrativa", como "poder jurÃdico de tomar decisiones que limitan la libertad y la propiedad de los
particulares"; en la doctrina y en la jurisprudencia constitucional de la Corte Suprema de Justicia y de la Corte Constitucional, el tema se ha
abordado en la perspectiva de poder, funciÃ³n y actividad, asÃ11:

"a) El poder de policÃa es normativo: legal o reglamentario. Corresponde a la facultad legÃtima de regulaciÃ³n de la libertad. En sentido material
es de carÃ¡cter general e impersonal. Conforme al rÃ©gimen del estado de derecho es, ademÃ¡s, preexistente. b) La funciÃ³n de policÃa es
reglada y se halla supeditada al poder de policÃa. Supone el ejercicio de competencias concretas asignadas por Ã©ste a las autoridades
administrativas de policÃa. MÃ¡s repÃ¡rese en que dicha funciÃ³n no otorga competencia de reglamentaciÃ³n ni de regulaciÃ³n de la libertad. c)
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La actividad de policÃa, asignada a los cuerpos uniformados, es estrictamente material y no jurÃdica, corresponde a la competencia de ejercicio
reglado de la fuerza, y estÃ¡ necesariamente subordinada al poder y la funciÃ³n de policÃa. Por lo tanto, tampoco es reglamentaria ni menos
reguladora de la libertad."

Es, pues, de la competencia del legislador regular el ejercicio de los derechos y de las libertades individuales, pudiendo limitar la realizaciÃ³n de
algunas  actividades  o  prohibirla  de  manera  general  pero  estableciendo  condiciones  de  excepciÃ³n  en  las  cuales  el  cumplimiento  de
determinados requisitos habilita al particular para adelantarlas. Y entonces, es de competencia de las autoridades administrativas que la ley
seÃ±ale, el otorgamiento de la concesiÃ³n, la licencia o el permiso, esto es, de la autorizaciÃ³n legalmente exigida. La Corte Constitucional12 ha
dicho:

"3.1. De las autorizaciones administrativas. De manera general puede decirse que la autorizaciÃ³n administrativa comporta la existencia de una
prohibiciÃ³n previa sobre actividades que en principio se consideran propias de los particulares13… Dentro de la tipologÃa de las autorizaciones
administrativas presentada por los citados autores importa destacar, para los efectos de esta providencia, en primer lugar, las que corresponden
a la distinciÃ³n entre autorizaciones para la realizaciÃ³n de una operaciÃ³n determinada, que se agotan una vez realizada la operaciÃ³n, y las
que se conceden para una actividad que se prolonga en el tiempo, caso en el cual su vigencia se supedita a la persistencia de las condiciones
que se tuvieron en cuenta para su otorgamiento. En segundo lugar, es necesario tener en cuenta que las autorizaciones pueden responder a
competencias estrictamente regladas, evento en el cual, satisfechas por el particular las condiciones generales previstas en la norma, la
autorizaciÃ³n debe concederse necesariamente, o pueden estar previstas bajo la modalidad de una potestad discrecional de la AdministraciÃ³n,
la cual puede tener un margen de apreciaciÃ³n en torno a la oportunidad o las condiciones de la autorizaciÃ³n…"

El ordenamiento legal de carÃ¡cter general actualmente vigente estÃ¡ contenido en el Decreto Ley 1355 de 1970, "por el cual se dictan normas
sobre policÃa"14; Ã©l contempla, bajo el concepto de "permiso" dos situaciones diferentes: 1Âª) prohibiciones de carÃ¡cter general establecidas
en la ley o el reglamento de policÃa que admiten expresamente excepciones, caso en el cual la actividad exceptuada puede ejercerse mediante
"permiso de policÃa", que serÃ¡ otorgado cuando el solicitante del permiso acredite que el ejercicio de la actividad exceptuada "no acarrea
peligro alguno para el orden pÃºblico"15; 2Âª) actividades permitidas cuyo ejercicio se supedita a condiciones o requisitos, de manera que
comprobado su cumplimiento se otorga el permiso16. Ejemplo de la primera situaciÃ³n es la prohibiciÃ³n constitucional y legal de la apropiaciÃ³n
por los particulares de los bienes de uso pÃºblico, con la excepciÃ³n expresa del uso y goce con "permiso especial de la autoridad competente",
entre otros eventos, para el ejercicio del derecho de reuniÃ³n, ejemplo tÃpico que, ademÃ¡s, guarda directa relaciÃ³n con el tema de la consulta.

2.1. El derecho de reuniÃ³n:

Dispone el artÃculo 37 superior:

"Toda parte del pueblo puede reunirse y manifestarse pÃºblica y pacÃficamente. SÃ³lo la ley podrÃ¡ establecer de manera expresa los casos en
los cuales se podrÃ¡ limitar el ejercicio de este derecho."

El cÃ³digo Nacional de PolicÃa, se ocupa de este derecho en el Titulo II, Del ejercicio de algunas libertades pÃºblicas, CapÃtulo III, De la libertad
de reuniÃ³n. Dice el inciso primero del artÃculo 10217:

"Toda  persona  puede  reunirse  con  otras  o  desfilar  en  sitio  pÃºblico  con  el  fin  de  exponer  ideas  e  interese  colectivos  de  carÃ¡cter  polÃtico,
econÃ³mico, religioso, social o de cualquier otro fin lÃcito"

En los incisos siguientes la disposiciÃ³n en cita regula el procedimiento que debe adelantarse ante "la primera autoridad polÃtica del lugar" para
obtener el permiso para llevar a cabo la reuniÃ³n. Su aplicaciÃ³n debe hacerse en consonancia con las demÃ¡s disposiciones contenidas en el
mismo cÃ³digo de PolicÃa en cuanto se refiere al derecho de reuniÃ³n en especial, y a los permisos en general.18

Ninguna de estas disposiciones contempla que el permiso o autorizaciÃ³n de uso genere contraprestaciones a cargo del solicitante. De modo
que, en opiniÃ³n de la Sala, referida a una de las preguntas que le han sido formuladas y salvo disposiciÃ³n legal en contrario, el permiso no
implica condiciones onerosas para el solicitante.

2.2. El derecho a la participaciÃ³n polÃtica:

Uno de los derechos fundamentales de la persona, como ciudadana, que consagra expresamente la ConstituciÃ³n de 1991, es el  de la
participaciÃ³n en la conformaciÃ³n, ejercicio y control del poder polÃtico"; derecho que se hace efectivo de varias maneras, relacionadas por la
norma, entre ellas, la de "constituir partidos, movimientos y agrupaciones polÃticas sin limitaciÃ³n alguna; formar parte de ellos libremente y
difundir sus ideas y programas."

Estima la Sala que una de las garantÃas para el ejercicio de este derecho fundamental es precisamente que los candidatos, sus partidos o
movimientos, simpatizantes y el ciudadano en general, dispongan de escenarios pÃºblicos en los cuales puedan exponer sus ideas y programas
con miras a unos resultados electorales; sin que ello sea pretexto para comprometer o destinar los bienes pÃºblicos por fuera de las reglas y
condiciones establecidas por la ConstituciÃ³n y la ley.

En desarrollo de la norma constitucional como ya se anotÃ³, la ley 996 del 2005 busca armonizar los intereses generales con los objetivos de la
polÃtica partidista y de los derechos fundamentales que con esta Ãºltima se relacionan; y en aras de la finalidad de la norma, es perfectamente
sustentable interpretar que la expresiÃ³n "de carÃ¡cter pÃºblico" contenida en la prohibiciÃ³n del inciso tercero del parÃ¡grafo del artÃculo 38 de
la ley en cita, no incluye los bienes de uso pÃºblico, y entonces, bajo las reglas legales del permiso de policÃa, los interesados pueden disponer
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de esos bienes para sus actividades partidistas.

No sobra advertir que, como en la prÃ¡ctica electoral son varios los candidatos y movimientos o partidos aspirantes a la conformaciÃ³n de los
Ã³rganos de elecciÃ³n popular, es deber primordial de la autoridad competente, el de preservar debidamente el derecho a la igualdad en el
acceso al uso de esos bienes, no sÃ³lo por la regla general del artÃculo 13 de la ConstituciÃ³n PolÃtica, sino precisamente porque se trata de
bienes respecto de los cuales a todos asiste por igual el derecho a usarlos, y su garantÃa es inherente al principio constitucional de la moralidad
en el ejercicio de la funciÃ³n pÃºblica.

Con base en las premisas anteriores, la Sala RESPONDE:

"3.1. Â¿La interpretaciÃ³n del vocablo ‘autorizaciÃ³n’ dentro del texto del inciso quinto del artÃculo precitado, lleva implÃcita la condiciÃ³n de
onerosidad (sic)?

Con la aclaraciÃ³n de que se trata del inciso tercero del parÃ¡grafo del artÃculo 38 de la ley 996 del 2005, la respuesta es negativa, teniendo en
cuenta que la prohibiciÃ³n que este precepto consagra hace referencia a todos los bienes pÃºblicos distintos de los bienes de uso pÃºblico; y
tratÃ¡ndose de estos, las autorizaciones para que sean usados en ejercicio del derecho de reuniÃ³n con fines de carÃ¡cter polÃtico se rigen por el
cÃ³digo Nacional de PolicÃa, que no contempla retribuciÃ³n alguna por dicho uso.

3.2. Â¿Pueden los alcaldes, gobernadores, gerentes y directores de entidades descentralizadas del orden municipal, departamental o distrital
autorizar el uso de bienes muebles e inmuebles de propiedad de las entidades estatales, siempre y cuando los representantes de los partidos y
movimientos polÃticos y los candidatos se ciÃ±an estrictamente a lo previsto por el Estatuto Contractual, teniendo en cuenta los principios de la
Ley 80 de 1993, respetando a su vez el derecho fundamental a elegir y ser elegido, el cual consagra la facultad de los candidatos para difundir
sus ideas y programas para atraer al electorado?

Las autoridades destinatarias del parÃ¡grafo del artÃculo 38 de la ley 966 del 2005 solo pueden autorizar el uso de los bienes de uso pÃºblico,
para los fines seÃ±alados en la pregunta, y con sujeciÃ³n a las disposiciones contenidas en el cÃ³digo Nacional de PolicÃa.

3.3.  Â¿QuÃ©  otra  alternativa  jurÃdica  podrÃa  utilizarse  para  que  los  partidos,  movimientos  polÃticos,  grupos  significativos  de  ciudadanos  y
candidatos a cargos de elecciÃ³n de popular puedan utilizar algunos escenarios de propiedad de entidades estatales para difundir sus ideas y
programas, sin que con ello se vulneren las prohibiciones consagradas en la Ley 996 de 2005?"

Entendiendo que los "escenarios de propiedad de entidades estatales", son bienes pertenecientes al patrimonio de las entidades estatales y por
consiguiente son distintos de los bienes de uso pÃºblico, no es legalmente posible su utilizaciÃ³n para actividades de proselitismo polÃtico,
porque estÃ¡n comprendidos en las prohibiciones consagradas en el parÃ¡grafo del artÃculo 38 de la ley 996 del 2005.

TranscrÃbase al seÃ±or Ministro del Interior y de Justicia y a la SecretarÃa JurÃdica de la Presidencia de la RepÃºblica.

ENRIQUE JOSÃ� ARBOLEDA PERDOMO GUSTAVO E. APONTE SANTOS
Presidente de la Sala  

LUIS FERNANDO ALVAREZ JARAMILLO

TATIANA ANDREA ORJUELA

Secretaria de la Sala

NOTAS DE PIE DE PÃ�GINA:

1 Acto Legislativo No. 2 del 2004 (dic.27), "Por el cual se reforman algunos artÃculos de la ConstituciÃ³n PolÃtica de Colombia y se dictan otras
disposiciones". D. O. No. 45.775 de dic.28/04. Art. 1Âº: "ModifÃcanse los incisos 2Âº y 3Âº del artÃculo 127 de la ConstituciÃ³n PolÃtica y
adiciÃ³nanse dos incisos finales al mismo artÃculo, asÃ: / A los empleados del Estado que se desempeÃ±en en la Rama Judicial, en los Ã³rganos
electorales, de control y de seguridad les estÃ¡ prohibido tomar parte en las actividades de los partidos y movimientos y en las controversias
polÃticas, sin perjuicio de ejercer libremente el derecho al sufragio. A los miembros de la Fuerza PÃºblica en servicio activo se les aplican las
limitaciones contempladas en el artÃculo 219 de la ConstituciÃ³n. / Los empleados no contemplados en esta prohibiciÃ³n podrÃ¡n participar en
dichas actividades y controversias en las condiciones que seÃ±ale la Ley Estatutaria. (…)"

2 Ley 996 de 2005 (nov. 24), "Por medio de la cual se reglamenta la elecciÃ³n de Presidente de la RepÃºblica, de conformidad con el artÃculo
152 literal f) de la ConstituciÃ³n PolÃtica de Colombia, y de acuerdo con lo establecido en el Acto Legislativo 02 de 2004, y se dictan otras
disposiciones." D. O. No. 46.102 de nov. 24/05.

3 La redacciÃ³n corresponde a la derivada de las decisiones de exequibilidad e inexequibilidad contenidas en la sentencia C-1153-05.

4 Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto del 17 de febrero del 2006, Rad. No. 1720, C.P. Luis Fernando Ã�lvarez
Jaramillo.

5 Corte Constitucional, Sentencia C-1153-05 (nov.11), M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=18232#38
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=18232#38
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=18232#38
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6 CÃ³digo Civil, Art. 674: "Se llaman bienes de la UniÃ³n aquÃ©llos cuyo dominio pertenece a la RepÃºblica. / Si ademÃ¡s su uso pertenece a
todos los habitantes de un territorio, como el de calles, plazas, puentes y caminos, se llaman bienes de la UniÃ³n de uso pÃºblico o bienes
pÃºblicos del territorio. / Los bienes de la UniÃ³n cuyo uso no pertenece generalmente a los habitantes, se llaman bienes de la UniÃ³n o bienes
fiscales."

7 Ley 57 de 1887, art. 2o. Los tÃ©rminos Territorio, Prefecto, UniÃ³n, Estados Unidos de Colombia, Presidente del Estado, que se emplean en el
CÃ³digo Civil, se entenderÃ¡n dichos con referencia a las nuevas entidades o funcionarios constitucionales, segÃºn el caso lo requiera. / Ley 153
de 1887, art. 324. En los cÃ³digos adoptados las denominaciones de corporaciÃ³n y funcionarios, como Estados Unidos de Colombia, Estado,
Territorio, Prefecto, Corregidor, y las demÃ¡s que a virtud del cambio de instituciones requieran en algunos casos una sustituciÃ³n tÃ©cnica, se
aplicarÃ¡n a quienes paralela y lÃ³gicamente correspondan.

8 ConstituciÃ³n PolÃtica, Art. 63: "Los bienes de uso pÃºblico, los parques naturales, las tierras comunales de grupos Ã©tnicos, las tierras de
resguardo,  el  patrimonio  arqueolÃ³gico  de  la  NaciÃ³n  y  los  demÃ¡s  bienes  que  determine  la  ley,  son  inalienables,  imprescriptibles  e
inembargables."

9 Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Rad. 1.469 del 2002 (Diciembre 5) Actor: Ministro del Interior. C.P. Susana Montes de
Echeverri, Ref: Bienes de Uso PÃºblico. Infraestructura Aeroportuaria: ContribuciÃ³n de ValorizaciÃ³n e Impuesto Predial.

10 CÃ³digo Civil, Art. 678: "El uso y goce que para el trÃ¡nsito, riesgo, navegaciÃ³n y cualesquiera otros objetos lÃcitos, corresponden a los
particulares en las calles, plazas, puentes y caminos pÃºblicos, en rÃos y lagos, y generalmente en todos los bienes de la UniÃ³n de uso pÃºblico,
estarÃ¡n sujetos a las disposiciones de este CÃ³digo y a las demÃ¡s que sobre la materia contengan las leyes. " / Art. 679: "Nadie podrÃ¡
construir, sino por permiso especial de autoridad competente, obra alguna sobre las calles, plazas, puentes, playas, terrenos fiscales, y demÃ¡s
lugares de propiedad de la UniÃ³n." / Art. 682: " Sobre las obras que con permiso de la autoridad competente se construyan en sitios de
propiedad de la UniÃ³n, no tienen los particulares que han obtenido este permiso, sino el uso y goce de ellas, y no la propiedad del suelo. /
Abandonadas las obras o terminado el tiempo por el cual se concediÃ³ el permiso, se restituyen ellas y el suelo, por el ministerio de la ley, al uso
y goce privativo de la UniÃ³n o al uso y goce general de los habitantes, segÃºn prescriba la autoridad soberana. Pero no se entiende lo dicho si la
propiedad del suelo ha sido concedida expresamente por la UniÃ³n." / Art. 683: "No se podrÃ¡n sacar canales de los rÃos para ningÃºn objeto
industrial o domÃ©stico, sino con arreglo a las leyes respectivas."

11 Cita de jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, contenida en la Sentencia de la Corte Constitucional C-024-94, Exp. D-350, Normas
demandadas: Arts. 56 (parcial), 57 (parcial), 62 (parcial), 64, 70 (parcial), 71 (parcial), 78, 79, 81 (parcial), 82, 84, 102 (parcial), 105 (parcial) del
Decreto Ley 1355 de 1970, y Arts. 111 y 118 del Decreto Ley 522 de 1971, M.P. Alejandro MartÃnez Caballero

12 Corte Constitucional, Sentencia C-1078-02 (Diciembre 5), Exp. D-4095, Normas demandadas: Arts. 13, 18 (parcial) y 60 (parcial) de la Ley
336 de 1996 (Estatuto Nacional de Transporte), M.P. Rodrigo Escobar Gil.

13 En este sentido ver Eduardo GARCIA DE ENTERRIA y TomÃ¡s-RamÃ³n FERNÃ�NDEZ Curso de Derecho Administrativo, tomo II, pp. 118 y ss.,
Editorial Civitas, Madrid, EspaÃ±a, 1986.

14 Decreto ley 1355 de 1970 (agosto 4), expedido en ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas por la ley 16 de 1968. D. O. No.
33.139 de sept.4/70

15 DL.1355/70, Art. 14. "Cuando la ley o el reglamento de policÃa estatuya una prohibiciÃ³n de carÃ¡cter general, y no obstante admita
expresamente excepciones, la actividad exceptuada sÃ³lo podrÃ¡ ejercerse mediante permiso de policÃa. / Se otorgarÃ¡ el permiso cuando se
acredite que el ejercicio por parte del solicitante de la actividad exceptuada no acarrea peligro alguno para el orden pÃºblico."

16 DL. 1355/70, Art.15. "Cuando la ley o el reglamento de policÃa subordine el ejercicio de una actividad a ciertas condiciones o al cumplimiento
de determinados requisitos, dicha actividad no podrÃ¡ ejercerse sino mediante permiso otorgado previa la comprobaciÃ³n de aquellas o el
cumplimiento de Ã©stos."

17 D.L. 1355/70, Art. 102: "Toda persona puede reunirse con otras o desfilar en sitio pÃºblico con el fin de exponer ideas e intereses colectivos
de  carÃ¡cter  polÃtico,  econÃ³mico,  religioso,  social  o  de  cualquier  otro  fin  lÃcito.  /  Con  tales  fines  debe  darse  aviso  por  escrito  presentado
personalmente ante la primera autoridad polÃtica del lugar. Tal comunicaciÃ³n debe ser suscrita por lo menos por tres personas. / Tal aviso
deberÃ¡  expresar  dÃa,  hora y  sitio  de la  proyectada reuniÃ³n y  se  presentarÃ¡  con 48 horas  de anticipaciÃ³n.  Cuando se trata  de desfiles  se
indicarÃ¡ el recorrido prospectado. / (Inciso modificado por el artÃculo 118 del Decreto 522 de 1971) Dentro de las veinticuatro horas siguientes
al  recibo  del  aviso  la  autoridad  podrÃ¡,  por  razones  de  orden  pÃºblico  y  mediante  resoluciÃ³n  motivada,  modificar  el  recorrido  del  desfile,  la
fecha, el sitio y la hora de su realizaciÃ³n."

18 Cfr. D.L. 1355/70, Arts. 103 a 107, inclusive; y 14 al 18, inclusive.
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